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Resumen: Ante la necesaria renovacién del Derecho tutelar de menores, se repasan los criterios que
deben inspirar esta reforma legislativa, en cuanto a los limites de edad, concepto de infraccidn juvenil,
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El dfa 2 de julio de 1985 el Boletin Oficial del Estado publicé la nueva Ley Or-
génica del poder Judicial, de 1° de julio, que sienta las nuevas bases de organiza-
cién de la Justicia en Espafia.

La disposicién adicional primera de la Ley disponfa en su nim. 1 que «en el
plazo de un afic el Gobierno remitira a las Cortes Generales los proyectos de refor-
ma de la legislacién tutelar de menores...», si bien «los actuales Tribunales Tutelares
de menores» continuaran ejerciendo sus funciones hasta que entren en funciona-
miento los Juzgados de Menores (disp. transitoria cuarta}, en el seno de la jurisdic-
cién ordinaria.

Conviene, pues, preguntarse acerca de las lineas basicas a sequir por la refor-
ma de la legislacién tutelar, una reforma que se estd haciendo esperar demasiado.

Varios son los modelos que, a este respecto, ofrece el Derecho comparado tan-
to respecto a los limites de edad vigentes en cada pafs, en cuanto a la organizacién
de la justicia de menores y las respuestas sancionatorias aplicables. No es éste, de
todos modos, el momento de hacer un repaso en profundidad de los sistemas vi-
gentes, por lo que sefialaremos brevemente las lineas de tendencia més relevantes.

A) Por lo que se refiere a la edad, las legislaciones fluctian entre aquellas que
establecen un limite fijo para la responsabilidad penal y las que, apoyadas en el cri-
terio flexible del discernimiento crean una banda de edades, condicionando aquélla
a la prueba de la imputabilidad {o, en otros casos, de la incapacidad de conocer
o querer del sujeto). No obstante, aun cuando el menor (o el joven) alcancen la
mayorfa de edad penal, lo habitual es su no sometimiento a penas de adultos, sino
la aplicacién, sobre todo en los menores, de medidas de carécter educativo, varia-
bles segtin la edad del sujeto y el tipo de delito cometido e, incluso, aun sin caracter
propiamente penal, con un cierto contenido punitivo.

Entrando en el detalle, en lineas generales los limites establecidos por las diver-
sas legislaciones no son coincidentes, si bien pueden resumirse como sigue: la ma-
yor parte de los paises determinan una edad minima para la intervencién penal y/o
tutelar, que en algunos paises (Gran Bretafia, Suiza v Canada, p.e.) es de siete afios,
en los Estados 4rabes y asidticos suele rondar entre los siete y los diez afios v en
la mayor parte de los pafses europeos va desde los diez a los quince (paises escan-
dinavos). Entre la edad minima para la intervencién penal y/o tutelar y la mayoria
de edad, se somete a los menores a Tribunales Tutelares u érganos similares, de
configuracién y caracteristicas muy diversas por cada pafs. Por su parte, la mayoria
de edad también aparece fijada en momentos diversos, aunque la mayor parte de
los pafses europeos la ordenan entre los quince y los dieciocho afios.

No hemos de ccultar que, frente al sistema seguido en la actualidad por el Cé-
digo Penal vigente, la adopcién de un limite flexible de edad para la responsabilidad
de menores y jdvenes nos parece més adecuado. En primer lugar, por lo arbitrario
que es el sefialamiento de un limite absoluto de edad penal que, de imprescindible,
a mi juicio no deberia ser inferior a la mayoria de edad civil y politica, pues no pare-
ce coherente desde un prisma de politica criminal exigir plena responsabilidad pe-
nal de adulto a quien no se le reconocen los derechos civiles, sociales y politicos
de aquéllos.
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Ahora bien, la exclusién de toda responsabilidad penal de los menores de die-
ciocho afios tampoco resulta procedente. Muchos de ellos (también menores de die-
ciséis afios) son perfectamente motivables, gozan plenamente de sus facultades
intelectivas y volitivas, y tienen plena conciencia de lo antijuridico de su actuar, por
lo que puede serles indicada una respuesta punitiva, aunque de contenido especial,
ni més grave ni idéntica a la de los adultos. Como ha destacado algiin autor, «pre-
suponer la responsabilidad de los menores no significa en modo alguno ‘castigarlos’
mas. Significa simplemente establecer entre ellos y las instancias de control social
una relacién no mixtificante, basada en presupuestos claros y coherentes. Significa
respetar la identidad de los menores vy estimular en ellos los procesos de socializa-
cidén. Y significa que, correlativamente a la responsabilizacién de los menores aumenta
la atribucién de responsabilidad hacia los adultos, hacia las instituciones y, en defi-
nitiva, hacia toda la sociedad.

Por otra parte, no creemos conveniente que la «responsabilidad penal» juvenil
pueda extenderse mas alla de los 13-14 afios. Los hechos delictivos cometidos por
sujetos pertenecientes a esta categoria de edad asi como los realizados por mayores
de 13-14 afios, pero sin discernimiento, deben quedar fuera, en todo caso, de la
jurisdiccién de menores v jévenes y buscarse su solucién a través de las correspon-
dientes medidas de politica educativa y social, evitando al méximo su contacto con
las instituciones de control penal.

En cuanto a los mayores de dieciocho afios y menores de veintiuno {a los que
DEBUYST considera en periodo critico), no hay que ignorar la frecuencia de he-
chos delictivos cometidos por éstos que, bien por la personalidad del autor, su me-
dio ambiental, las circunstancias o motivaciones de su conducta pueden confundirse
con los realizados por menores de esa edad, por lo que habrian de articularse me-
canismos para que, en estos supuestos, se produjera su enjuiciamiento a través de
la legislacion penal de menores y jovenes. En esta linea, el Derecho aleman estable-
ce el criterio de sumision de los mayores de dieciocho afios a la jurisdiccién de adul-
tos, si bien se aplicara el Dereho Penal Juvenil cuando la valoracion de conjunto
de la personalidad del autor, tenidas en cuenta las circunstancias ambientales, pon-
gan de manifiesto que en el momento del hecho el sujeto era equiparable en su
desarrollo ético v psiquico a un menor de dieciocho afos, o cuando por la naturale-
za, cirscunstancias v motivos del hecho estemos ante una infraccién juvenil (§ 105
JGG). Esta previsién ha sido criticada de manera muy generalizada por la doctrina
alemana debido a su ambigliedad y ha dado lugar, en la realidad, a que el enjuicia-
miento de los hechos delictivos cometidos por semiadultos a partir del STGB sea,
en definitiva, una excepcién, postuldndose la plena inclusién de los mismos en el
Derecho Penal Juvenil, aunque permitiendo una mayor severidad en las penas im-
ponibles; no hay que olvidar que el amplio arbitrio judicial concedido por la legisla-
cién penal juvenil ha llevado, de hecho, a que su aplicacién sea mucho mas benigna
en el caso de los menores v jovenes que para los semiadultos.

Considero que la conciliacion del principio de equiparacién entre mayoria de
edad penal y mayoria civil y politica con las exigencias de prevencién general v es-
pecial, justifican el seguimiento respecto de los semiadultos de una via intermedia;
atribucion de la competencia de su enjuiciamiento a los tribunales de adultos con-
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forme a las normas del Cédige Penal (que deberfan incluir una atenuacion para la
minorfa de 21 afios) y posibilidad concedida a los mismos tribunales, sin perjuicio
de la ejecucién de las sentencias anteriores por los érganos penitenciarios ordina-
rios, de imposicién como sanciones de las establecidas por la legislacion penal de
menores y jévenes en el caso de que, de los diversos informes, se deduzca la equi-
paracién del semiadulto (no reincidente) a los menores y jévenes en razén de sus
caracteristicas personales y/o las circunstancias del hecho. En este caso la ejecucion
se habrfa de llevar a efecto por las instituciones de menores y j6venes.

B) En el campo de las infracciones juveniles se mantienen fundamentalmente
en Derecho comparado dos concepciones: una amplia, como la del art. 9 de la vi-
gente Ley de Tribunales Tutelares espafiola, que comprende junto a los delitos y
faltas definidos por el Cédigo Penal y/o leyes especiales otras conductas irregulares
que denotan una falta de disciplina familiar o social en el joven (fuga del hogar fa-
miliar, falta al respeto debido a los adultos, pe.) o, a lo sumo, les colocan en situa-
cién de peligro (frecuentemente de ciertos ambientes...); y otra, restringida, que
condisera que s6lo la comisién de conductas legalmente definidas como infraccio-
nes penales puede dar lugar a la intervencién penal tanto respecto de menores y
jévenes, como para los adultos.

Histéricamente, el positivismo criminolégico (el correccionalismo, en Espafia)
apoyaron la adopcién de un criterio amplio de delincuencia juvenil, patrocinado por
movimientos como el de «salvacién del nifio de Chicago», tan magistralmente estu-
diado por PLATT en lo que a sus origenes y funciones respecta. Se potencié asi
la separacién jurisdiccional de los menores v de los adultos y la plena intervencién
«tutelar» de las instituciones de menores sobre «prostituidos, licenciosos, vagos y
vagabundos», lo que llevé a la eliminacién de los sistemas de garantias juridicas im-
perantes en los diversos 6rdenes jurisdiccionales.

En la actualidad, si bien es cierto que persiste la discusién y que no hay un
criterio uniforme en el Derecho Comparado, puede afirmarse una importante ten-
dencia hacia la asimilacién conceptual entre delincuencia juvenil y de adultos, en
cuanto presupuesto de la intervencién de los érganos de cardcter penal. Esta es la
direccién de la doctrina espafola més reciente que no duda en defender lo inacep-
table de un concepcién amplia de la delincuencia juvenil y de menores y la necesi-
dad de optar, sin excepciones, por una concepcién restringida de la misma; si se
quieren respetar los principios constitucionales de legalidad, seguridad juridica v ju-
risdiccionalidad ésta es la posicién mas correcta, pues la tarea de intervencién sobre
el menor en situacién de peligro no es propia de la via penal {o parapenal) sino
que corresponde su articulacién a medidas de carécter administrativo o social, ge-
nerales o que afectan a derechos individuales, bajo el control del juez civil.

C) Muy estrecha relacién guarda el tema anterior con la cuestién de la natura-
leza de las instituciones de control, en particular, los llamados Tribunales de meno-
res y jévenes. Los modelos del Derecho Comparado giran, en este sentido, en torno
a tres grupos (con miiltiples variantes): el judicial, el asistencial y el mixto.

El modelo judicial parte de la base de que la intervencién sobre menores y j6-
venes que puede afectar a sus derechos constitucionales es ejercicio de la actividad
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jurisdiccional y, por tanto, debe estar en manos de un juez, bien civil (de familia)
o penal ordinario, o especializado en menores, bien competente para todas las cues-
tiones relativas a menores en dificultades con su ambiente y penales, o con compe-
tencia (nicamente en materias civiles /o penales.

Desde el modelo asistencial se piensa, sin embargo, que es preferible evitar la
estigmatizacién que sobre el menor se produce como consecuencia de una inter-
vencién judicial, en especial si es de carécter penal. Por razones, por tanto, de pre-
vencién especial y resocializacién, se atribuye la competencia del control de los
comportamientos juveniles, en general (salvo tal vez, a partir de una cierta edad
para los casos mas graves) a determinados organismos o instituciones de caracter
social o comunitario que actian de un modo informal. Esta es también, en gran
parte, la propuesta de la doctrina critica mas reciente, que solicita la abolicidn total
de los tribunales de menores, por no haber servido sino para agudizar el control
sobre determinados sectores de la poblacién juvenil y consolidar su inferioridad so-
cial, v la total remisién de los supuestos delincuenciales hasta la mayoria de edad
penal a las medidas de politica social (o en los casos de extrema gravedad a la mis-
ma jurisdiccién penal ordinaria de adultos).

Los defectos del sistema asistencial, muy dado a abusos y violacién de los de-
rechos elementales de menores y jévenes, han llevado finalmente a la biisqueda
de sistemas mixtos, que logren «coordinar los principios basicos del sistema judicial
limitados con los aspectos positivos del sistema asistencial». En éstos, a través de
procedimientos més flexibles que los de los adultos, se enjuician los hechos de los
menores y jévenes por organismos integrados por algiin juez o magistrado y educa-
dores, psicélogos..., junto a algiin miembro de la comunidad. Es habitual que estos
organismos se denominen Tribunales y tengan atribuidas competencias no sélo de
creforma» sino también de «protecciéns.

Aun cuando el sistema asistencial se mantiene en diversos paises (asi, Escocia,
Suecia, Rumania, p.e.), puede decirse que la tendencia en el Derecho Comparado
es la de los sistemas mixtos, mas préximos de los judiciales que de los asistenciales
en cuanto a la intervencién de un juez profesional, articulacién de un proceso con
garantias, integracién en la jurisdiccién ordinaria y con progresivo desprendimiento
de las competencias en materia de «proteccién» para tratar exclusivamente de los
aspectos de «reforma» o propiamente penales.

Por lo que se refiere a Espafia, cabe distinguir en la actualidad tres tipos de
Tribunales Tutelares de Menores. Originalmente la Ley ordené que los Tribunales
se compusieran por un Presidente v un Vicepresidente, licenciados en derecho, ma-
yores de veinticinco afios y de vida familiar v moral intachable, si bien, en Madrid,
y donde el volumen de actividad lo requiriera podia atribuirse la funcién de Presi-
dente y del Tribunal en pleno a jueces unipersonales remunerados. Por su parte,
el Decreto 41/1976 de 26 de febrero autorizé «en régimen de compatibilidad, a
personal en activo de las carreras judicial o fiscal» la asuncién de las funciones pro-
pias de los jueces unipersonales. En todo caso, la criticada ausencia de formalida-
des procesales y de toda garantia, y la coincidencia, en el mismo Tribunal, de las
facultades de «proteccién» y «reforma» aproximan el sistema espariol a los asisten-
ciales, aunque aquejado de todas sus desventajas v muy alejado de sus aspectos
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positivos, dada la escasa participacién comunitaria y los evidentes efectos estigmati-
zantes y de marginacién derivados del empleo generalizado del internamiento en
el campo de las medidas de caracter duradero.

Ante la necesidad y urgencia de su reforma he de insistir en la conveniencia
de separacién de competencias «civiles» y «penales», las primeras propias del juez
de familia, las sequndas de la jurisdiccién penal. No considero, sin embargo, proce-
dente la remisién de los supuestos delictivos cometidos por menores v jdvenes a
los jueces penales de adultos, ni en el caso de que aquéllos concurrieran con éstos
a la comisién del delito. Por el contrario, la preparacién v formacién especifica del
juez ha de ser una garantia para el joven, que tiene derecho a que el mismo com-
portamiento sea tratado de manera diversa que para los adultos. No quiere ello de-
cir que la jurisdiccién penal de menores no deba ser, entonces, propia y verdadera
jurisdiccién. La calidad profesional del juez, la exigencia de un proceso, tal vez més
flexible que el de los adultos pero con plenas posibilidades de defensa por parte
del menor y el joven y con intervencién del ministerio fiscal v un adecuado sistema
de recursos, parecen condiciones ineludibles para un adecuado enjuiciamiento de
los hechos cometidos por delincuentes juveniles. Ademas, serfa conveniente la divi-
sién del proceso en dos fases, dando plena entrada, al lado del juez, a especialistas
en ciencias de la conducta vy de la desviacién social que aconsejen a aquél tanto
en lo que a la culpabilidad o no del joven respecta, como en la eleccién de la res-
puesta punitiva o de tratamiento més procedente.

Particularmente importante v necesario parece en este sentido, en Derecho Com-
parado, la existencia de érganos extrajudiciales y extrapoliciales al lado de los jue-
ces de menores y jévenes. Esos aparecen, en ocasiones, como meros 6rganos
auxiliadores de los Tribunales de jévenes, con la funcién de suministrar al juez los
informes imprescindibles sobre el menor. Otras veces se les dota de facultades limi-
tadas de intervencién auténoma, asumiendo funciones de control en la ejecucién
de las sanciones o los sistemas de prueba. Por {ltimo, como hemos visto, en los
sistemas asistenciales intervienen auténoma e independientemente y son llamados
a imponer medidas sobre el menor, sin control judicial. Los abusos del poder admi-
nistrativo v los riesgos de una desmedida extensién de la intervencién sobre meno-
res y jovenes, aconsejan limitar las facultades de estos érganos extrajudiciales a
medidas asistenciales no restrictivas ni limitadoras de los derechos de aquéllos, por
lo demas, a los servicios de asistencia al contacto directo y permanente con el juez,
con facultades de intervencién auténoma, a lo sumo limitadas.

D) Para terminar, la variedad de respuestas sancionatorias frente a los hechos
delictivos cometidos por menores y jévenes es amplisima en el Derecho Comparade.

El predominio lo ostentan las medidas de carécter educativo, que suelen susti-
tuir con facilidad a las de contenido penal. Estas van desde la amonestacidn, repre-
sién piblica, entrega a érganos extrajudiciales, familias, servicios sociales, autoridades
administrativas, imposicién de obligaciones o cargas, arresto de corta duracién (ho-
ras, dias o fines de semana), trabajo en provecho de la comunidad, multas, repara-
cién del dafic y demés alternativas a la detencién inspiradas en el sistema de
probacién y emplec del sobreseimiento como via de evitacién del proceso.
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Obviamente, también el internamiento se prevé entre las respuestas sanciona-
torias a la delincuencia juvenil, si bien como, «en general, se entiende que perder
la libertad a los 16 afios es claramente maés lamentable y cargado de consecuencias
negativas para el futuro, que perder la libertad, durante un periodo igual de tiempo,
a los treinta o cuarenta» se prefieren las de cardcter ambulatorio y se tiende al em-
plec limitado de aquél, s6lo en casos muy graves, al establecimiento de un limite
minimo de edad, una duracién maxima, que puede variar entre seis meses (Holan-
da) a unos pocos afios y su regulacién por una normativa penitenciaria especifica
para jovenes.

Si nos fijamos en la legislacién espafiola vigente vy en la realidad de su aplica-
cién, varios son los principios que rigen en la actualidad la imposicién de una medi-
da al menor:

— su carécter hibrido, judicial-asistencial;

— la libertad de eleccidn del juez entre las medidas legalmente establecidas,
con la limitacidén, respecto del internamiento de reforma de caracter correctivo, es-
tablecida por el art. 17 en su iltimo parrafo, a cuyo tenor, sélo podré éste tener
lugar «cuando los medios empleados en las demés instituciones reformadoras auxi-
liares del Tribunal resulten ineficaces dadas sus condiciones de desmoralizacién o
rebeldia».

— el «principio de educabilidad» que debe regir la eleccién de las medidas y
su imposicién en atencién no a la naturaleza del hecho cometido o su gravedad,
sino exclusivamente en consideracién a la personalidad del autor;

— su duracién indeterminada y caracter modificable, revisable de oficio;

— la no inscripeién en el Registro Central de Penados y Rebeldes.

La reforma de la legislacion tutelar deberia ser aprovechada para profundizar
en el principio de educabilidad, pero a partir de la progresiva «responsabilizacién»
penal {conforme a su edad) del joven delincuente y con articulacién de garantfas
precisas.

En este sentido, coincido con GONZALEZ ZORRILLA en la conveniencia de
«llamar a las cosas por su nombre» y, en consecuencia, considerar que las respues-
tas a los hechos delictivos cometidos por menores jévenes «responsables» constitu-
yen auténticas penas juveniles, aunque dotadas de un sentido eminentemente
educativo y sometidas en su ejecucién al postulado resocializador. Ello, sin perjuicio
de mantener el principio de intervencién minima v el caracter de iltima ratio del
Derecho Penal y, por consiguiente, de la articulacién de todas las vias oportunas
como el sobreseimiento a prueba o la conciliacidn entre delincuente y victima favo-
recida por la asistencia social y ratificada por el Juez, de evitacién del proceso penal
o la pena tradicional si resultare aconsejable. No hay que olvidar la responsabilidad
que en la produccién de los hechos delictivos {no s6lo de los jévenes} incumbe al
propio grupe social y lo preferible que resulta eludir en todo lo posible la actuacién
inevitablemente estigmatizante de los mecanismos de control de la llamada crimina-
lizacién secundaria.

Estas sanciones, de caracter semi-indeterminado (v duracién no superior a uno
o dos afos) en ninglin caso podrian suponer por su gravedad privacién similar o
superior que la que seria objeto un adulto, conforme al Cédigo penal o Leyes espe-
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ciales, que hubiera cometido el mismo hecho. Deberia asimismo, ordenarse y jerar-
quizarse, de modo vinculante para el juez (que sélo podia hacer uso de las més
graves y menos educativas tras el fracaso de las anteriores), conforme a su conteni-
do educador y posibilidades resocializadoras: en primer lugar las puramente educa-
tivas y privadas de toda funcién de contencién y control; a continuacién, las de
caracter intermedio, educacién-control (ciertos internamientos en régimen abierto
o de minima duraci6n, v, sobre todo, reparaciones, libertad vigilada, sumisién a prue-
ba, trabajo en provecho de la comunidad..); vy, por dltimo, el internamiento en régi-
men cerrado o semiabierto, que si constitucionalmente también esté orientado a la
reeducacién y reinsercién social, justo es reconocer la dificultad de conciliar esta
meta con su funcién «real» de control y contencién de los internos. En todo caso,
el régimen cerrado —aun con caricter preventivo— habrfa de limitarse a los mayo-
res de 15 anios, autores de delitos graves y especialmente dificiles en razén de sus
trastornos conductuales y convendria aprobar un Reglamento penitenciario de es-
tablecimientos para jévenes en el marco de la Ley Orgéanica General Penitenciaria.

Para finalizar, destacar la necesidad de la participacién de la comunidad en la
imposicién y ejecucién de las sanciones a través del benevolado, la articulacién de
tratamientos en libertad, potenciacién de los sustitutivos y asistencia a los internos
y a las victimas, asf como, muy especialmente, la progresiva responsabilizacién de
las instituciones locales en el drea de la delincuencia v la resocializacién, sin perjui-
cio del respeto de la competencia exclusiva del Estado sobre las materias de legisla-
cién penal y penitenciaria (art. 149, 6 CE).

E) En resumen, directrices basicas principales de un nuevo Derecho Penal Ju-
venil deberfan ser las siguientes:

a) aplicacién a los menores de 18 afios hallados «responsables» con extension
de la sujecién del joven sancionado por la jurisdiccién juvenil y cumpliendo conde-
na, hasta los 23-25 afos.

b) Fijacién de un limite inferior de edad absoluto, alrededor de los 13-14 afios,
con exclusién de toda intervencién penal sobre los menores de esa edad y mayores
sin discernimiento, y remisién de los supuestos delictivos de éstos a medidas de po-
litica social y juez civil.

¢} Organizacién de una auténtica jurisdiccién penal de menores y jévenes en
el marco de la jursidiccién ordinaria, —con remisién de las facultades de «protec-
cién» a la jurisdiccién civil de familia—, llamada a responder adecuadamente a los
hechos delictivos cometidos por los sujetos mayores de 13-14 afios y menores de
18 incluso si participaron en delitos de adultos. Articulacién de un auténtico proce-
so, mas flexible que el de adultos, pero con plenas posibilidades de defensa. Intro-
duccién de la divisién del proceso en dos fases.

d) Potenciacién de la asistencia social v ampliacién de sus competencias tanto
en el campo preventivo general y de asistencia como de colaboracién con la juris-
diccién de menores y jévenes, en orden a la determinacién de la sancién aplicable
y la ejecucién de las sentencias.

e) Instauracién de mecanismos de desviacién {diversidn) del procese penal a
través de, entre otros, la intervencién conciliadora de la asistencia social entre delin-
cuente y victima, ratificada por el juez.
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f) Instrumentacién de un sistema sancionatorio plural, tendente a la evitacién,
por todos los medios, del internamiento del joven delincuente. Acentuacién del ca-
racter educativo de las sanciones. Amplio empleo de las alternativas a la prisién co-
nocidas tanto a través de los sistemas de prueba como de sanciones como el trabajo
en provecho de la comunidad.

a) Renuncia al internamiento en centros cerrados de jévenes menores de 16
afnos, tanto como medida preventiva como en su calidad de sancién, y limitacién
temporal del mismo, a uno o dos afios en los supuestos mas graves.

h) Aprobacién de un reglamento penitenciario de establecimientos para jéve-
nes donde se regulen y desarrollen las peculiaridades de su régimen penitenciario
y derechos y deberes, en el marco de la Ley Organica General Penitenciaria.

i} Desarrollo de la participacién social mediante instituciones como el benevo-
lado y progresivo protagonismo de las instituciones locales en el drea de la preven-
ci6én y tratamiento de la marginacién y la delincuencia juvenil.

* Para un mayor detalle, ver J. L. de la CUESTA ARZAMENDI, «La reforma de la legislacién tutelar
¢Un derecho penal de menores y jévenes?s en A. BERISTAIN y J. L. de la CUESTA (Comps.), Los
derechos humanos ante la Criminologfa v el Derecho Penal. Bilbao, 1986, pp. 153 y ss.





